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Bogotá, D.C., 23 de agosto de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 65 y 66 de la Ley 1123 de 2007, “Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado.”
Demandante: Pedro Pablo Camargo
Magistrado Ponente: LUIS GUILLERMO GUERRERO PEREZ
Expediente D-9762
Concepto 5626
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó Pedro Pablo Camargo contra los artículos 65 y 66 de la Ley 1123 de 2007, cuyo texto, con lo demandado en negrillas, es el siguiente:
LEY 1123 DE 2007
(enero 22)

Diario Oficial No. 46.519 de 22 de enero de 2007

<NOTA: Entra a regir cuatro (4) meses después de su promulgación>

CONGRESO DE COLOMBIA

Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

(…)

ARTÍCULO 65. INTERVINIENTES. Podrán intervenir en la actuación disciplinaria el investigado, su defensor y el defensor suplente cuando sea necesario; el Ministerio Público podrá hacerlo en cumplimiento de sus funciones constitucionales.

ARTÍCULO 66. FACULTADES. Los intervinientes se encuentran facultados para:

1. Solicitar, aportar y controvertir pruebas e intervenir en su práctica.

2. Interponer los recursos de ley.

3. Presentar las solicitudes que consideren necesarias para garantizar la legalidad de la actuación disciplinaria y el cumplimiento de sus fines, y

4. Obtener copias de la actuación, salvo que por mandato constitucional o legal estas tengan carácter reservado.

PARÁGRAFO. El quejoso solamente podrá concurrir al disciplinario para la formulación y ampliación de la queja bajo la gravedad del juramento, aporte de pruebas e impugnación de las decisiones que pongan fin a la actuación, distintas a la sentencia. Para este efecto podrá conocerlas en la Secretaría de la Sala respectiva.

1. Planteamientos de la demanda
El actor considera que las normas acusadas vulneran, de una parte, el debido proceso establecido en el artículo 29 de la Constitución Política, en particular, el derecho a la defensa, pues éste queda “seriamente restringido”, como consecuencia de la imposibilidad de intervenir e impugnar las pruebas que en su defensa presenta el abogado investigado. En este contexto afirma que dicha circunstancia tiene consecuencias directivas con respecto al quejoso, dado que le restringe la posibilidad de controvertir las pruebas con el propósito de que la falta cometida por el disciplinado no quede en la impunidad.
Con el fin de ilustrar su cargo el accionante afirma que el Consejo Seccional de la Judicatura “(…) decide absolver a la abogada JULIA INES CAMELO CARDENAS del cargo que le fue formulado por la queja de PEDRO PABLO CAMARGO “por la falta a la lealtad y honradez con los colegas descrita en el numeral 2º del artículo 36 de la Ley 1123 de 2007”, con fundamento en dos pruebas específicas. Así las cosas, el demandante aduce que en aplicación de artículo 66 de la Ley 1123 de 2007 se le impidió controvertir dichas pruebas en su calidad de quejoso, de ahí que la norma vulnera 

En el mismo sentido, aduce que la exclusión por parte de las normas demandadas, en particular el artículo 65, de la calidad de interviniente del quejoso y sus consecuentes prerrogativas, vulneran el derecho al debido proceso, en virtud del cual deben incluirse todas las partes procesales en cualquier proceso sancionatorio. Bajo este mismo razonamiento, considera que dicha exclusión vulnera, de una parte, el derecho a la igualdad porque establece un trato diferenciado en términos de las facultades que pueden ejercer los diferentes sujetos con ocasión del trámite del proceso disciplinario y, de otra, una restricción al acceso a la administración de justicia. Bajo la misma lógica argumentativa narra, nuevamente, en lo sucedido en el proceso en el que actuó como quejo.
Argumenta que el objeto del proceso disciplinario no se circunscribe únicamente determinar la responsabilidad del abogado y la eventual imposición de la sanción correspondiente, sino fines de corrección en términos de justicia al haber sido el quejoso “víctima” de faltas relacionadas con lealtad frente al cliente, a la honradez con los colegas y faltas a la debida diligencia profesional, la cuales lesionan los derechos fundamentales del quejoso.
En este mismo sentido, aduce que la imposibilidad de interponer recursos como el de reposición, apelación y queja por parte del quejoso, vulnera la garantía de la doble instancia prevista en el artículo 31 de la Carta, como quiera que las normas demandadas reservan dicha posibilidad –la interposición de recursos- al apoderado del investigado y al Ministerio Público. Esta circunstancia a su juicio, vulnera el derecho de defensa del quejoso en el evento en que la sentencia disciplinaria absuelva al investigado en perjuicio de los intereses de quien interpuso la queja.
2. Problema jurídico 
Esta Vista Fiscal considera que carece de objeto la determinación de un problema jurídico sustancial en atención a que la demanda no cumple, desde varias perspectivas, los mínimos argumentativos para resolver un verdadero problema jurídico-constitucional.

3. Análisis jurídico
Es preciso recordar que toda demanda de inconstitucionalidad debe satisfacer unos requisitos previstos en la ley y decantados por la jurisprudencia de la Corte, para generar la posibilidad de que ésta se pronuncie sobre la exequibilidad de las normas demandadas. Entre otras, en la Sentencia C-1052 de 2001, la Corte precisa que: se debe determinar el objeto de la demanda, valga decir, identificar de manera plena los preceptos demandados; y se debe presentar un concepto de violación de las normas superiores, valga decir, señalar las normas superiores vulneradas y exponer las razones con arreglo a las cuales se muestra y se demuestra que ocurre tal vulneración. El concepto de la violación implica que la demanda debe satisfacer una carga de argumentación mínima, denominada por la Corte mínimos argumentativos, sin los cuales no es posible que ésta se pronuncie de fondo sobre la exequibilidad de la norma demandada.

La demanda debe recaer sobre una proposición jurídica existente, lo que excluye de plano interpretaciones deducidas por el actor que carezcan de verificabilidad a partir de su propio texto; debe presentar argumentos que no sean vagos o indeterminados; debe suscitar un verdadero debate constitucional entre la norma legal y la norma superior, y no uno aparente o falaz; y debe exponer argumentos y elementos de convicción que susciten siquiera una mínima duda sobre la exequibilidad de las normas demandadas. 
En virtud de lo anterior, el Ministerio Público constata que los requisitos en comento no fueron satisfechos, conforme pasa a verse en detalle. Para este efecto el Ministerio Público tomará como punto de referencia para el análisis de la demanda el auto admisorio de la misma proferido por el magistrado sustanciador, así: (i) el reproche del actor contra el artículo 65 consiste en una omisión legislativa relativa, como consecuencia de no darle la calidad de interviniente al quejoso y; (ii) con respecto a los cargos formulados contra el artículo 66 el cargo de inconstitucionalidad debe entenderse en el sentido de que consagra un catálogo taxativo de facultades al quejoso.
En primer lugar, como se dejó establecido, acierta el magistrado sustanciador en admitir la demanda interpretando que la misma pretende que se declare una omisión legislativa relativa, pues de lo contrario –declarar inexequible el parágrafo demandado- supondría que las facultades de “(…) concurrir al disciplinario para la formulación y ampliación de la queja bajo la gravedad del juramento, aporte de pruebas e impugnación de las decisiones que pongan fin a la actuación, distintas a la sentencia…” serían expulsadas del ordenamiento jurídico, lo cual supone una pretensión, además de ilógica, contraria a la propia pretensión de la demanda.

En el marco de acciones que pretendan la declaratoria de inconstitucionalidad con fundamento en que el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa, la Corte Constitucional, entre otras, en las Sentencias C-427 de 2000. C-1116 de 2004, C-45 de 2006, C-992 de 2006 y C-911 de 2012, ha precisado varios criterios que deben cumplirse con el fin de declarar la inconstitucionalidad de una norma por omisión legislativa relativa. En ésta última providencia dijo la Corte:

 (…) dichos criterios son: (i) que exista una norma sobre la cual se predique necesariamente el cargo; (ii) que la misma excluya de sus consecuencias jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables, tendrían que estar contenidos en el texto normativo cuestionado, o que el precepto omita incluir un ingrediente o condición que, de acuerdo con la Constitución, resulta esencial para armonizar el texto legal con los mandatos de la Carta; (iii) que la exclusión de los casos o ingredientes carezca de un principio de razón suficiente; (iv) que la falta de justificación y objetividad genere para los casos excluidos de la regulación legal una desigualdad negativa frente a los que se encuentran amparados por las consecuencias de la norma; y (v) que la omisión sea el resultado del incumplimiento de un deber específico impuesto por el constituyente al legislador.
Además de los anteriores criterios, en las Sentencias C-371 de 2004 y C-800 de 2005, la Corte precisó que es menester tener en cuenta: (i) si la supuesta omisión emerge a primera vista de la norma propuesta, o (ii) si se está más bien, ante normas completas, coherentes y suficientes, que regulan situaciones distintas.

 

Con respecto a los presupuesto, de la lectura de la demanda se tiene que, a pesar de sus evidentes deficiencias argumentativas, se expone –indirectamente-  que la omisión se predica del artículo 65 que enumera los sujetos que tienen la calidad de intervinientes dentro del proceso disciplinario, enumeración que no incluye al quejoso. 
Esta circunstancia –exclusión del quejoso- se sustenta en que el objeto del proceso disciplinario es la adecuación de la conducta del abogado a la Constitución y a la Ley, como consecuencia del incumplimiento de sus deberes con ocasión del ejercicio de la profesión, cuya titularidad corresponde al Estado a través del órgano competente; en consecuencia, dicho objeto no puede mutar a pretensiones de quien interpone la queja disciplinaria con el fin de reclamar prestaciones concretas a su favor, las cuales puede obtener mediante acciones de otra naturaleza. En este contexto, la demanda tampoco cumple con el segundo y el tercer requisito, como quiera que la exclusión del quejoso se funda en un principio de razón suficiente, de ahí que no se pueda una consecuencia desfavorable en virtud de la necesidad de un tratamiento diferenciado.

Por todo lo anterior, no existe mandado alguno en la Constitución del cual se derive que sujetos que concurren a un proceso con propósitos y calidades diferentes deban ser tratados en forma análoga, de suerte que prima facie se está frente a una norma completa y coherente que atiende, razonablemente, a las características propias de cada uno de los sujetos que concurren al proceso disciplinario.
En suma, las consideraciones expuestas evidencian que la demanda no cumple con los mínimos argumentativos necesarios para provocar un pronunciamiento de fondo.

Con respecto al parágrafo del artículo 66 demandado en este proceso, se pueden hacer consideraciones similares que derivan en la ineptitud de la demanda para que la Sala Plena se pronuncie de fondo.
El demandante asume que el quejoso debe tener la calidad de interviniente y, bajo este supuesto, considera que el mismo debería tener las prerrogativas que se reconocen a quienes tienen tal calidad y no facultades restringidas como las enumeradas en la norma demandada. Esta afirmación no concuerda con el contenido normativo del propio artículo 66, pues según éste tienen la calidad de intervinientes “(…) el investigado, su defensor y el defensor suplente cuando sea necesario; el Ministerio Público podrá hacerlo en cumplimiento de sus funciones constitucionales”, razón por la cual el quejoso, según la propia norma, carece de las prerrogativas propias de tal dentro del proceso. Así las cosas, el cargo carece del mínimo argumentativo de certeza, por cuanto no recae sobre una proposición jurídica existente sino deducida por el actor.
En este mismo orden de ideas, los argumentos de la demanda carecen del mínimo argumentativo de claridad, toda vez que del relato del caso particular del actor, en el que actuó como quejoso, no es posible comprender las razones que llevarían a declarar la inexequibilidad de las normas demandadas. En efecto, y tal como se constata en la demanda el actor relata pormenorizadamente un caso en el cual un magistrado del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá le impidió participar en la práctica de dos pruebas decretadas dentro del proceso radicado bajo el número 110011102000902808. 

Pero no solo no cumple con los requisitos de certeza y claridad, sino que además los argumentos no son pertinentes en la media en que un caso concreto no puede servir, per se, de parámetro para juzgar la constitucionalidad de las normas demandas, con ocasión del control abstracto de constitucionalidad. Tampoco son específicos, porque un caso concreto es altamente indeterminado como parámetro de control de constitucionalidad.
Lo misma suerte corre el cargo sustentado en la vulneración del derecho a la igualdad, por la sencilla razón que el mismo se deduce de la particular lectura que de la norma hace el demandante, en virtud de la cual, tanto el quejoso como los intervinientes, aun cuando con calidades procesales disímiles, deben tener las mismas prerrogativas en términos procesales. En este sentido, no hay justificación alguna en la demanda que de cuenta del tratamiento injustificado por parte del legislador de dos grupos de sujetos –quejosos e intervinientes- a los cuales deba darse un tratamiento igual. 
4. Conclusión

El Ministerio Público solicita a la Corte que se INHIBA para pronunciarse de fondo sobre la demanda contra los artículos 65 y 66 de la Ley 1123 de 2007, por su ineptitud sustantiva.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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